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El desarrollo del presente Informe Jurídico, se basa en el análisis del delito de 

trata de personas, tipificado en el artículo 153, 153-A del código penal. este 

proceso se lleva conforme a las reglas del código de procedimientos penales de 

1940 – luego de las diligencias actuadas tanto por la policía nacional, como de 

la Fiscalía especializada de Trata de Personas, con el atestado 51-2015 la PNP. 

da cuenta la detención de los acusados – Se Formalizada la Denuncia Penal 

ante el Juzgado Penal de Turno Permanente, de Lima Norte contra M.E.E.V, 

C.K.A.F, A.J.E.V, S.S.P.H, M.I.C.A. Por el delito de trata de personas en la 

modalidad de mendicidad-Se emite el auto de Procesamiento y se abre 

Instrucción contra. M.E.E.V, C.K.A.F, A.J.E.V, S.S.P.H, M.I.C.A. por el delito de trata 

de personas – en la modalidad de mendicidad - cabe señalar que en el presente 

caso los acusados y los agraviados forman parte de un mismo seno familiar que 

se dedican a la venta ambulatoria de rosas y golosinas – La Fiscalía con el 

dictamen 17-2015 formaliza su Acusación contra los acusados antes 

mencionados, solicitando veinticinco (25) años pena privativa de libertad efectiva 

- El décimo Juzgado Penal Liquidador de Independencia, sentencia a dos de los 

cinco acusados a la pena de 25 años de pena privativa de libertad, y fija 10 mil 

soles por concepto de  reparación civil, reservándose así el juzgamiento para los 

demás coimputados, por su condición de contumacia - los sentenciados C.K.A.F 

y M.E.E.V. interponen recurso de apelación contra la referida sentencia. La sala 

Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, con la 

sentencia de vista de fecha 21 de noviembre del 2019 revoca la sentencia de 

primera instancia y en consecuencia absuelve a C.K.A.F y M.E.E.V, y hace 

extensiva su resolución absolviendo a los demás imputados, con el fundamento 

de que en el presente caso estamos frente a los mismos hechos y los mismos 

argumentos, ordenando la inmediata libertad de los sentenciados y el 

levantamiento de las órdenes de captura de los demás acusados. 
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1.- RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR LAS 

PARTES EN EL PROCESO. 

El inicio del presente informe jurídico es por este punto, de esta manera 

en esta etapa del presente informe analizamos los principales hechos y 

argumentos expuestos por las partes en el presente proceso.  

I. HECHOS:  

 

a) El 6 de enero del año 2015 el ministerio de la mujer y poblaciones 

vulnerables con el programa nacional YACHAY, dirige el oficio N.º 7- 

2015 a la fiscalía provincial especializada en delito de trata de personas, 

el contenido del referido oficio aduce a distintas diligencias realizadas 

por inmediaciones a los centros comerciales y/o lugares de alta 

concurrencia de público adulto, por la zona de independencia en Lima 

Norte. Es así que producto del recorrido realizado por la zona antes 

mencionada, logran identificar a niñas y niños y adolescentes que se 

encuentran mendigando o realizando actividades como la venta 

productos (golosinas, rosas, etc.) y el dinero obtenido producto de estas 

actividades realizadas se entregaban a terceros, lo que le lleva a la 

conclusión que estarían ante la presunta comisión del delito de trata de 

personas.  

 

b) El ministerio público a través de la fiscalía especializada en trata de 

personas, emite la denuncia  02-2015 donde resuelve abrir investigación  

fiscal, contra los que resulten responsables por la presunta comisión del 

delito contra la libertad - de trata de personas, además señala fecha para 

el 10 de enero del 2015, para la verificación y constatación en el lugar 

de los hechos, considerando que los documentos audiovisuales 

ofrecidos por las entidades recurrentes datan del mes de agosto y 

noviembre del 2014, siendo necesario la actualización de la evidencia 

antes mencionada, es así que resultado de las diversas  diligencia 

realizadas, la fiscalía especializada en trata de  personas llega a la 

conclusión de que por la zona de Lima norte en el distrito de 

independencia, cercanas al centro comercial mega plaza, en lugares 

como bares, pollerías, restaurantes, discotecas, existe la concurrencia 

de menores de edad que se dedican a pedir limosna, como también hay 

menores de edad que concurren a estos lugares con la finalidad de 

vender golosinas (caramelos, fruna, etc.).  

 

c) Con fecha 02 de febrero del 2015 la fiscalía especializada en delito de 

trata de personas, se pronuncia con la resolución fiscal de fecha antes 



 

mencionada donde resuelve ampliar  la investigación a nivel policial, 

disponiendo que la policía atreves de su dirección competente y con 

conocimiento de la fiscalía especializada en el delito de trata de 

personas, realice las diligencias de inteligencia y de videovigilancia por 

el plazo de 20 días bajo responsabilidad, por las inmediaciones de la 

calle A , B , C , calle 1 y calle napo en el distrito de independencia, 

lugares donde existe centros nocturnos como discotecas, bares, 

restaurantes, pollerías, etc. 

Así con las diversas diligencias realizadas tanto por la fiscalía 

especializada en trata de personas conjuntamente con la policía 

Nacional del Perú y el ministerio de la mujer y poblaciones vulnerables, 

a través de su programa YACHAY, llegan a la conclusión de que existen 

menores de edad entre 2 y 14 años que estarían siendo sometidos a la 

explotación laboral, como también a la mendicidad, modalidades del 

delito de trata de personas. 

 

d) El 14 de marzo del 2015 la Policía Nacional del Perú emite el atestado 

51-2015. Donde da cuenta de la detención de M.E.E.V, C.K.A.F, A.J.E.V, 

S.S.P.H, M.I.C.A., por la inmediación de la calle A, B, C del distrito de 

independencia. Estas personas en compañía de menores de edad  con 

anterioridad han sido ya monitoreados, en diversas acciones de 

inteligencia, es así que la policía nacional pone a disposición del 

ministerio público, en calidad de detenidos a las personas M.E.E.V, 

C.K.A.F, A.J.E.V, S.S.P.H, M.I.C.A., por la presunta comisión del delito de 

trata de personas  en agravio de los menores, M.H.B.C (08), C.M.M.B. 

(15) D.A.B.M. (04) K.N.E.V.(14)  A.M.S.E. (08)  I.E.A. (04) y en calidad 

de citada a la sr. M.I.CH.A, por la presunta comisión de delito contra el 

cuerpo la vida y salud – exposición al peligro de persona dependiente en 

agravio de  J.J.S.CH. (11), L.S.CH.(12), Y I.S.S.CH. (01 Y 4 MESES). 

 

Al tomarse la declaración a nivel preventiva de estas personas antes 

mencionas, refieren a que no van a declarar SEÑALANDO “que no 

tienen nada que ver con lo que se les ha señalado”, ejerciendo el 

derecho a guardar silencio, siendo la investigada  C.K.A.F. la única 

persona,  quien al responder las preguntas formuladas por la policía, 

refiere que su persona no se dedica a la venta de golosinas ni rosas, que 

aquella noche estaba de paso acompañando a sus familiares, y según 

la policía,  llega a la conclusión de que los menores de edad antes 

referidos, tiene algún parentesco familiar de primer, segundo y tercer 

grado  con los presuntos autores del delito de trata de personas, también 

manifestó que aquel día fue a vender para poder mantenerse 



 

conjuntamente con sus hijos y que en ningún momento ha obligado a 

algún menor de edad a realizar estas actividades de venta de golosinas.  

Así mismo se toma la declaración de los menores de edad implicados en 

el caso, concluyendo que todos los menores edad señalan dedicarse a 

la venta ambulatoria, para contribuir con las necesidades de sus hogares 

y que en ningún momento ninguna persona los obliga a realizar estas 

actividades. 

II. ACTUACION DEL MINISTERIO PUBLICO A NIVEL JUDICIAL. 

El ministerio público a través de la fiscalía especializada en delito de trata 

de personas, FORMALIZA LA DENUCIA PENAL en contra de M.E.E.V, 

C.K.A.F, A.J.E.V, S.S.P.H, M.I.C.A., por la presunta comisión del Delito 

Contra la Libertad - Trata de Personas Agravada en la modalidad de 

Mendicidad Infantil en agravio de los menores, M.H.B.C. (08), C.M.M.B. 

(15) D.A.B.M. (04) K.N.E.V. (14)  A.M.S.E. (08)  I.E.A. (04) y también se 

formaliza la denuncia penal en contra de M.I.CH.A. por la presunta 

comisión del delito contra la vida el cuerpo y la salud- exposición al 

peligro de persona dependiente, en agravio de los menores J.J.S.CH. 

(11) L.S.CH. (12) Y I.S.CH. (01 Y 4 MESES). Que vendrían a ser hijos 

de la referida.  

 

III. CALIFICACIÓN JURÍDICA DE LOS HECHOS:  con la formalización de 

la denuncia penal por parte del ministerio público ante el órgano 

jurisdiccional, según sostienen que los hechos materia de investigación 

y la conducta de los que serían responsables por el delito de trata de 

personas encajarían dentro de las previsiones del tipo penal Artículo 153. 

inciso 1,2 y 3 en concordancia con el articulo 153-A inciso 3 (pluralidad 

de víctimas) inciso 4 (víctimas entre 14 y menores de 18 años de edad), 

inciso 5 (parentesco y habita en el mismo hogar) e inciso 6 (hechos 

cometidos por dos o más personas del primer grupo de agravantes. Asu 

vez por el inciso 2 victima menor de 14 años de edad del segundo grupo 

de agravantes del mismo artículo 153-A) del primer grupo de agravantes 

e inciso 2 del segundo grupo. 

Artículo 153. “El que, mediante violencia, amenaza u otras formas de 

coacción, privación de libertad, fraude, engaño, abuso de poder o de una 

situación de vulnerabilidad, concesión o recepción de pagos o cualquier 

beneficio; capta, transporta, traslada, acoge, recibe o retiene a otro, en 

el territorio de la República o para su salida o entrada del país con fines 

de explotación, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 

de ocho ni mayor de quince años.” 



 

Para efectos del inciso 1, los fines de explotación de la trata de personas 

comprende, entre otros, la venta de niños, niñas o adolescentes, la 

prostitución y cualquier forma de explotación sexual, la esclavitud o 

prácticas análogas a la esclavitud, cualquier forma de explotación 

laboral, la mendicidad, los trabajos o servicios forzados, la servidumbre, 

la extracción o tráfico de órganos o tejidos somáticos o sus componentes 

humanos, así como cualquier otra forma análoga de explotación. 

La captación, transporte, traslado, acogida, recepción o retención de 

niño, niña o adolescente con fines de explotación se considera trata de 

personas incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios previstos 

en el inciso1. 

Formas agravadas incisos 4, 5, 6, y la agravante del segundo grupo de 

agravantes el inciso 2 “la víctima es menor de 14 años de edad o padece, 

temporal o permanentemente, de algunas discapacidad físico o mental” 

 

Con respecto a la conducta de la ciudadana M.I. CH.A. estas encajarían 

en lo establecido en el artículo 128 del código penal primer y segundo 

párrafo.  

“El que expone la vida o la salud de una persona colocada bajo su 

autoridad, dependencia, tutela, curatela o vigilancia sea privándola de 

alimentos y cuidados indispensables, sea abusando de los medios de 

corrección o disciplina, o cualquier acto análogo, será reprimido con 

pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de cuatro.” 

“En casos en que el agente tenga vinculo de parentesco consanguíneo 

o la victima fuera menos de catorce años de edad, la pena será no menos 

de dos ni mayor de cuatro años.” 

En este mismo acto procesal la fiscalía solicita, prisión preventiva contra 

los acusados M.E.E.V., C.K.A.F., A.E.E.V., S.S.P.H.  

 

IV. PRONUNCIAMIENTO DEL ORGANO JURISDICCIONAL 

Puesto la formalización de la denuncia penal ante el órgano jurisdiccional 

competente,  se emite la resolución N.º 1 de fecha 15 de marzo del 

2015  Auto de Procesamiento, contra los acusados M.E.E.V, C.K.A.F, 

A.J.E.V, S.S.P.H, M.I.C.A por el delito de trata de personas en la 

modalidad de mendicidad infantil y a M.I.CH.A,  por el delito contra la 

vida el cuerpo y la salud – exposición al peligro de personas 

dependiente. El juzgado ante la denuncia penal formalizada por parte del 



 

ministerio público, con la presente resolución en su parte in fine 

(resolutiva) resuelve abrir instrucción en vía de proceso sumario 

contra los imputados  antes mencionados por la presunta comisión del 

delito de trata de personas y delito contra la vida el cuerpo y la salud 

respectivamente, dentro de este pronunciamiento del juzgado señala 

fecha a la audiencia de prisión preventiva solicitada por el ministerio 

público, asimismo dispone el embargo preventivo de los bienes de los 

imputados esto para asegurar el pago de la futura reparación civil, y por 

ultimo decreta mandato de comparecencia con restricciones  respecto a 

la ciudadana MARIA INES CHUQUIRRUNA ALAYA. 

 

2.- IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

Esta etapa del informe jurídico, se basa en la identificación y análisis los 

principales problemas jurídicos en el presente proceso, los problemas se 

reflejan en el presente proceso, porque este mismo, se lleva conforme a 

las reglas del código de procedimiento penal de 1940, esto se transmite 

en las distintas actuaciones por parte del ministerio público, como 

también en el pronunciamiento del juzgado, que tienen algunas falencias 

en el desarrollo del proceso, que a continuación detallamos.  

Con el dictamen 17-2016 la fiscalía formula acusación contra los 

referidos acusados, sin embargo, dentro del contenido de la acusación 

fiscal existen ambigüedades e imprecisiones. 

I. ACTUACIONES INNECESARIAS Y NEGLIGENTES. 

 

A)  La fiscalía en la acusación fiscal consigna las iniciales de las 

victimas menores de edad de manera errada y no concordante con los 

datos reales de las agraviados menores de edad, esto es advertido por 

el juzgado, quien devuelve los autos a la fiscalía, para que conforme a 

sus atribuciones aclare este punto, para evitar futuras nulidades. De otro 

lado desde el inicio de las actuaciones por parte de la fiscalía, esta 

misma incurre en error al consignar el segundo nombre de uno de los 

procesados, de A.J.E.V, puesto que desde la formalización de la 

denuncia penal y las siguientes actuaciones “Auto de Procesamiento, 

Dictamen Acusatorio, etc.” se consignó el nombre de A.E.E.V, si bien es 

cierto es un error netamente de forma y no de fondo, son negligencias 

que en el transcurso de proceso, traen consigo resoluciones y 

actuaciones aclaratorias, que lo único que conlleva es a un proceso con 

dilaciones,  el expediente vuelve a los caudales del ministerio público 

para que concrete la corrección, pese a ello y luego de aclarado este 

error material con resolución de fecha 15-08-2016,  el ministerio público, 



 

como el juzgado siguen incurriendo en este error, como se aprecia en el 

dictamen 25-2016  en el primer párrafo consignan el nombre de A.E.E.V, 

el juzgado sigue este error y en su resolución de fecha 26-09-2016 

consigna el nombre de ANHTONY ENRIQUE, MAS NO ANTHONY 

JUNIOR como es lo correcto. Sin duda alguna estas actuaciones 

procesales, con errores materiales, lo único que trae como consecuente 

es la dilación del mismo proceso, la celeridad no se cumple, siendo un 

grave perjuicio para los justiciables. 

 

B) En referencia a la acusación en contra de M.I.CH.A, la fiscalía 

señala que la conducta realizada por la acusada en mención estaría 

tipificada en el artículo 128 primer y segundo párrafo del código penal, 

delito contra la vida el cuerpo y la salud, en la modalidad de exposición 

al peligro de persona dependiente, así lo señala en la formalización de 

la denuncia penal, esto es confirmado en la formalización de la 

acusación fiscal mediante el dictamen17-2016. sin embargo, con el 

dictamen 33-2015 la fiscalía, solicita al juzgado corregir el auto de 

instrucción, debido a que la conducta desplegada por la acusada, 

M.I.CH.A encajaría dentro del primer y tercer párrafo del artículo 128 

del código penal. El juzgado con la resolución fecha 09 de marzo del 

2016 aclara el AUTO DE PROCESAMIENTO a fin de tener a la 

procesada M.I.CH.A como autora del delito de exposición al peligro de 

persona dependiente tipificado en el artículo 128 primer y tercer 

párrafo del código penal.  A pesar de este pronunciamiento la fiscalía 

vuelve a cometer el error, adecuando la conducta de la acusada en 

mención al artículo 128 primer y segundo párrafo, en su acusación 

fiscal, esto es advertido por el juzgador quien ordena nuevamente 

vuelvan los actuados a la fiscalía, para que se pronuncie frente a las 

observaciones advertidas. 

 

C)  Otra problemática en el presente proceso, se da en la etapa de 

instrucción, cuando el ministerio público a través del mismo dictamen 33-

2015, solicita al juzgado la ampliación de la instrucción por veinte días 

más, esto ya  agotado el plazo prorrogado por veinte días mas, el pedido 

de la fiscalía se fundamenta, en la falta de la declaración instructiva de 

los acusados, la declaración de los agraviados como  de los testigos, 

estas diligencias fueron ordenadas por el juzgado en su auto de 

procesamiento de fecha 15-03-2015, sin embargo el  juzgado frente a 

esta solicitud declara no ha lugar a lo solicitado, teniendo en cuenta lo 

señalado por el decreto legislativo 124 en el artículo 3 que señala 

expresamente “la instrucción se sujetara a las reglas establecidas para 



 

el procedimiento ordinario, siendo su plazo de sesenta días. A petición 

del fiscal provincial o cuando el juez lo considere necesario, este plazo 

podrá prorrogarse por no más de treinta días” plazo que ya concluyo 

incluido la prórroga de treinta días. La problemática radica en que, si era 

necesario ampliar el plazo de la instrucción, a efectos de recabar la 

declaración instructiva tanto de los acusados como de los agraviados o 

en su defecto continuar con el proceso prescindiendo de estas 

diligencias, el ministerio público a sabiendas  de que el plazo de la 

instrucción ya fue prorrogado por treinta días, no habiendo plazo 

adicional, esto conforme lo establece el decreto legislativo 124, solicita 

un plazo extraordinario de veinte días más, el juzgado advirtiendo  la falta 

de las diligencias antes señaladas, decide continuar con el proceso, y 

exhorta  al ministerio público se pronuncie conforme a sus atribuciones, 

sin dar plazo alguno a  lo solicitado por la fiscalía especializada en delito 

de trata de personas. El análisis sobre este punto, es muy crucial y de 

suma importancia en el presente proceso, como ya se señaló en párrafo 

anterior, la falta de la declaración instructiva por parte de los agraviados 

y más aun de los acusados, podría generar una etapa de instrucción 

incompleta, puesto que el juzgador para poder emitir una fallo 

condenatorio o en su defecto absolviendo a los acusados, requiere para 

ello la declaración instructiva de los acusados, sin esta actuación y la 

falta de descargo por parte de los acusados en el esclarecimientos de 

los hechos a nivel judicial, conllevaría una decisión no motivada, violando 

el derecho de defensa, siendo este acto procesal requisito 

indispensable, para emitir un pronunciamiento final, esto conforme lo 

establece las reglas de código de procedimientos penales. Donde señala 

que el, objeto de la etapa de instrucción es reunir prueba de la realización 

del delito, de las circunstancias en que se ha perpetrado, y de sus 

móviles; establecer la distinta participación que hayan tenido los autores 

y cómplices, en la ejecución o después de su realización. Art. 72, CPP. 

Sin embargo, el juzgado advierte que efectivamente no se ha cumplido 

con algunas de las diligencias ordenadas en el auto de instrucción, en 

consecuencia, emite la resolución del 09-03-2016, donde decide 

prorrogar de manera extraordinaria el plazo de instrucción por el termino 

de treinta días (30) a efectos de recibir la declaración instructiva de los 

acusados como de los agraviados, y además ordena practicar la 

visualización de los videos ofrecidos por la fiscalía y policía. Pese a ello 

solo acudieron dos de los cinco acusados a rendir su declaración 

instructiva siendo, C.K.A.F y M.E.E.V. Para luego con resolución 27 de 

junio del 2017, el juzgado cite a lectura de sentencia. 

 

D) Otra impericia o un requerimiento innecesario por parte del 

juzgador, se transmite en la resolución de fecha 27-09-2016 donde el 

propio juzgador pide, a la fiscalía especializada en delito de trata de 



 

personas, precise si la conducta desplegada de los acusados por el 

delito de trata de personas, se trataría de un concurso ideal o real de 

delitos, lo mismo es solicitado con respecto a la situación de la acusada 

M.I.CH.A, solicita si la conducta de la acusada en mención se trata de 

un concurso ideal o real de delitos, esto con el fundamento que es 

necesario para la determinación de la pena a imponer. Este 

requerimiento por parte del juzgado a la fiscalía, de precisar si en el 

presente caso estamos o no en un concurso ideal o real de delito, no 

resulta congruente, si no que resulta una actuación que evidentemente 

vulnera el principio de imparcialidad, puesto que la calificación jurídica 

de los hechos, realizada por la fiscalía desde la formalización de la 

denuncia penal y confirmada con la acusación  fiscal, están establecidas 

sin dejar a duda si existe o no un concurso ideal o real de delitos, no 

resulta razonable esta exigencia por parte del juzgador. En palabras de 

Neyra Flores. La imparcialidad del órgano jurisdiccional forma parte de 

las garantías básicas del proceso, constituyendo incluso la primera de 

ellas. Así, el principio de imparcialidad garantiza que el juez sea un 

tercero entre las partes, toda vez que resolverá la causa sin ningún tipo 

de interés en el resultado del proceso sea por una vinculación subjetiva 

con algunas de las partes o por alguna vinculación con los elementos de 

convicción del proceso que hayan formado en su interior un pre-juicio 

con respecto a la causa en concreto. JOSE ANTONIO NEYRA FLORES. 

PAG. 155.  

 

CRITICAS FRENTE A LOS ERRORES ANTES SEÑALADOS 

➢ Sin duda alguna estas actuaciones procesales, con errores, sea 

error  material o formal, causan un grave perjuicio en el desarrollo del 

proceso, puesto que casos de tal gravedad como el delito de trata de 

personas, deberían de tratarse con la debida diligencia, esto para evitar 

actos procesales innecesarios, que solo dilatan y prolongan el proceso 

penal, causando grave perjuicio a los imputados como a los agraviadas, 

frente a este delito, quienes esperan un proceso célere, que su situación 

jurídica sea resuelta en el breve plazo (plazo razonable)  esto en aras de 

no afectar los derechos fundamentales de la persona. NEYRA FLORES 

nos dice: El principio de legalidad que establece la necesidad que el 

Estado proceda al enjuiciamiento penal de todos los delitos, no justifica 

que se dedique un periodo de tiempo ilimitado a la resolución de un 

asunto penal por que se asumiría de manera implícita que el Estado 

siempre enjuicia a culpables y que es irrelevante el tiempo que se utilice 

para probar la culpabilidad. Por tanto, el derecho a un proceso dentro de 

un plazo razonable es un derecho subjetivo constitucional que asiste a 

todos los sujetos que hayan sido parte en un procedimiento penal de 



 

carácter autónomo, aunque instrumental del derecho a la tutela, y que 

se dirige frente a los órganos del poder judicial (aun cuando en su 

ejercicio han de estar comprometidos todo los poderes del Estado), 

creando en ellos la obligación de actuar en un plazo razonable el ius 

puniendi o de reconocer y en su caso restablecer inmediatamente el 

derecho a la libertad. NEYRA FLORES. PAG. 147. 

 

➢ Estas actuaciones,  por parte del ministerio público, más aún por 

parte del juez, reguladas por el código de procedimientos penales de 

1940, un sistema inquisitivo que como ya se ha visto reflejado en la etapa 

de instrucción, sin posibilidad a la contradicción, por parte del acusada, 

donde la imparcialidad no se cumple, como uno de los principios rectores 

del proceso penal,  principios fundamentales que en el presente proceso, 

evidentemente son vulnerados, donde el juez es el instructor, y ese 

mismo juez, emite la decisión final, sea condenatoria o absolutoria, el 

ministerio público, un ente limitado a emitir dictámenes de descargo, 

donde el juez sentencia conforme a los medios de investigación y no con 

medios de prueba, limitando a la defensa de los acusados a ingresar 

escritos, donde plasman sus alegatos de defensa, y esto lo hacen 

cuando la acusación fiscal se pone a disposición de las partes, sin dejar 

posibilidad alguna de contradecir las actuaciones del ministerio público 

en la etapa de instrucción,  es después de este acto procesal, que el juez 

cita a una  lectura de la sentencia; lectura de sentencia que se da 28 de 

diciembre del 2018. Falla condenando a dos de los cuatro acusados a 

M.E.E.V y C.K.A.F, esto debido a que estas dos personas, fueron las 

únicas que acudieron al llamado, por parte del juzgado en la etapa de 

instrucción a rendir su declaración instructiva, condenándolos como 

autores del Delito Contra la Libertad – Violación de la Libertad Personal 

– Trata de Personas Agravada para fines de mendicidad, en agravio 

de las menores identificadas con iniciales C.M.M.B (15 años) y K.N.E.V 

(14 años), esto según el inciso 1 (captación mediante abuso de situación 

de vulnerabilidad) inciso 2 (mendicidad) inciso 3 del artículo 153 del 

código penal, modificado por la ley 30251, como tipo base. En 

concordante con los incisos  3 (pluralidad de víctimas) inciso 4 (la victima 

tiene entre 14 y menos de 18 años de edad), inciso 5 (parentesco y 

habita en  el mismo hogar) e inciso 6 (hechos cometidos por dos o más 

personas) del primer párrafo del artículo 153-A  y en agravio de los 

menores de iniciales A.M.S.E (8 años) D.A.B.M (5 años) y S.I.E.A. (4 

años) ilícito tipificado 1 (captación de mediante abuso de situación de 

vulnerabilidad) inciso 2 (mendicidad) e inciso 3 del artículo 153 del 

código penal, modificado por la ley 30251, como tipo base, en 

concordancia con los inciso 3 (pluralidad de víctimas) inciso 5 

(parentesco y habitad del mismo hogar) e inciso 6 (hechos cometidos 

por dos o más personas) del primer párrafo del artículo 153-A así como 



 

del inciso segundo párrafo segundo del articulo 153-A (cuando la víctima 

es menor de 14 años) y como tal se les impone VEINTICINCO AÑOS de 

pena privativa de libertad efectiva para cada uno de ellos, e inhabilitación 

para ejercer la patria potestad, tutela o curatela de los menores 

agraviados, por el plazo de DIEZ AÑOS para ambos, y de la misma 

forma fijan la suma de DIEZ MIL SOLES por concepto de reparación civil 

para cada uno de los a  favor de los agraviados. Con respecto a los 

demás procesados, se reserva el juzgamiento (Reserva de Fallo) por su 

condición de contumacia.  

Frente a estas actuaciones, sin la debida diligencia por parte de los 

operadores de justicia, debemos tenerse en cuenta lo señalado lo 

señalado recientemente, por la Corte Suprema de Justicia de la 

República, en el Acuerdo Plenario 06-2019/CJ-116, donde acogió la 

postura que esgrime que la trata de personas se caracteriza por su 

afectación a la dignidad humana. En esta medida, el citado acuerdo 

plenario estableció lo siguiente21: El bien protegido trasciende a la 

libertad personal. Con la trata de personas se afecta la dignidad de la 

persona colocada o mantenida en una situación de vulnerabilidad y 

degradación permanente esto es, no se le respeta por su condición de 

tal; se la instrumentaliza como un objeto al servicio de otros; se destruya 

o limita esencialmente su autodeterminación y con ello su proyecto de 

vida, y se le coloca en un plano de completa desigualdad (Corte 

Suprema de Justicia de la República, 2019 Fundamento 19). 

 

COMENTARIOS A LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL PRESENTE 

CASO 

 

Otra actuación por parte de la fiscalía, es el requerimiento de prisión 

preventiva, un requerimiento frente a este caso, sin sustento alguno, 

desmedida y desproporcional, frente a estas personas, un requerimiento 

basado en diligencias incompletas, que no generan convicción de la 

relación de los acusados con los hechos materia de investigación. En la 

audiencia de prisión preventiva contra los imputados, el juzgado 

desestima el requerimiento de prisión preventiva, fundamentando su 

decisión en que para el juzgador no se cumplen los presupuestos 

establecidos en el artículo 268 del NCPP, como primer fundamento del 

juzgador, sostiene  que no existen elemento suficientes de convicción, 

que los investigados hayan cometido el delito, puesto que en las 

fotografías tomadas tanto por el programa, YACHAY como las 

fotografías tomadas por la policía, no se logra la identificación plena de 

los acusados, las tomas son opacas, siendo así que en estas tomas 



 

fotografías las personas no coinciden con las característica físicas de los 

acusados. 

Otro fundamento que toma en consideración el juzgado, es que no existe 

el peligro procesal (peligro de fuga), siendo el argumento por parte de la 

fiscalía que los acusados no tendrían arraigo familiar ni arraigo laboral, 

para la fiscalía el tener distintas direcciones (dirección consignada en la 

ficha RENIEC y dirección dada en la declaración preventiva) sería una 

causa o motivo, de que estas personas no tendrían ubicación habitual o 

no se podría dar con el paradero de los mismos en un futuro, la fiscalía 

sita el pronunciamiento de la Corte Suprema, al respecto que señala. así 

aun teniendo un domicilio esto no descarta la admisión de una prisión 

preventiva. El juzgador desestima estos fundamentos señalando que, si 

bien es cierto las direcciones de los acusados no coinciden con la de su 

ficha RENIEC y con su declaración preventiva; sin embargo esta 

situación no es razón suficiente para dictar una medida tan gravosa 

como lo es la prisión preventiva, puesto que las distintas direcciones que 

tendrían los acusados son como lo señala la defensa y los imputados 

debido a que en un momento tenían como domicilio el de sus padre el 

que figura en ficha RENIEC, pero al contraer una relación sentimental 

con sus parejas cambiaron de domicilio, Situación que no es un 

fundamento solido para decretar la prisión preventiva. 

En consecuencia, pronunciamiento del juzgado respecto al 

requerimiento de prisión preventiva es Declarar Infundada el 

Requerimiento de Prisión Preventiva solicitada por la fiscalía.  

La consecuencia de un requerimiento innecesario, basado en una 

investigación incompleta, sin sustento que vaya conforme a los 

presupuestos establecidos, en el artículo 268 del NCPP, desproporcional 

e irracional. consideró que al margen de que podrían cumplirse los 

presupuestos señalados, para el requerimiento de la prisión preventiva, 

debe la fiscalía en primeria instancia  tomar en cuenta la situación de los 

acusados, personas de limitados recursos, sumidos en la pobreza, y más 

aún, en el presente caso, los acusados son justamente  padre o madre 

de alguno de los agraviados, siendo así que si esta medida tan gravosa 

sea aplicable a este caso, no se estaría tomando en cuenta, la gravedad 

que como consecuencia traería consigo esta medida, 

independientemente de privarle la libertad a estas personas de manera 

provisional, se estaría causando un grave riesgo para la integridad de 

los hijos de los acusados, puesto que ellos mismos serían los 

agraviados, sin duda alguna las consecuencias, de esta medida serían 

más prepuciales que la propia medida, la  prisión preventiva, es una 

medida que excepcionalmente debe “solicitarse” debiendo ser 

analizada, por  parte de la fiscalía, no solo adecuando  la conducta de 



 

procesados, en los presupuestos del artículo 268 del NCPP, sino 

también, teniendo en cuenta las diversas circunstancias  y/o situaciones 

de cada caso en concreto, para de esta manera no ser una medida, que 

de aplicarse, no solo permita la averiguación de la verdad, sin 

obstaculización alguna por parte de los acusados, o que los propios 

acusados estén presente en el proceso, sino que para solicitarla debe 

valorarse repito frente a este caso, salvaguardar la integridad de los hijos 

de estas personas, puesto que vendrían a ser las víctimas. La sala penal 

liquidadora, confirma la decisión de primera instancia, confirmando la 

resolución dos, que declara improcedente el requerimiento de prisión 

preventiva, solicitada por la fiscalía, con los fundamentos similares a la 

audiencia de prisión preventiva realizada por el juzgado de primera 

instancia. 

 

II. LA NO APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DEL IN DUBIO PRO REO EN 

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. 

La sentencia condenatoria del décimo juzgado penal liquidador de fecha 

28 de diciembre del 2018, transmite una decisión fundamentada en un 

investigación irregular, negligente, insuficiente, no cumplimento con lo 

establecido en el artículo 72 del código de procedimientos penales de 

1940, una sentencia basada en una instrucción incompleta y con 

elementos de prueba insuficientes, situaciones que como consecuencia, 

traería la aplicación del principio de IN DUBIO PRO REO, sin embargo, 

el juzgador de primera instancia condena a los acusados, con 

fundamentos  que a continuación detallamos. 

a) El juzgado para emitir esta sentencia condenatoria, imponiendo a 

25 años  de pena privativa de libertad efectiva a dos de los acusados, 

toma en cuenta, como un elemento de prueba, la declaración de los 

menores de edad, como por ejemplo lo señalado por la menor de 

iniciales K.N.E.V  de 14 años  quien en su manifestación señala, 

acompañar a su cuñada carla a vender flores, y que el día de los hechos 

también vendió flores, declaración que no fue cuestionado por la defensa 

de los acusados, por otro lado la declaración de la menor de iniciales  

C.M.M.B de 15 años quien manifiesta acompañar a la menor A.M.Z.V  a 

vender rosas y el día de la intervención también salió con dicha menor a 

vender rosas para recolectar dinero para la salud de su cuñado, así 

mismo de otras dos menores quienes refieren vender rosas, con el fin de 

contribuir a las necesidades del hogar. 

 

b) En eso mismo orden el juzgado al referirse a la declaración de 

C.K.A.F., en su declaración a nivel judicial, negó dedicarse   a la venta 



 

de flores, sin embargo, en su declaración a nivel policial acepto que el 

día de la intervención las menores salieron a vender flores para apoyar 

a la compra de medicamentos de su esposo que está enfermo y que 

además el coacusado M.E.V ha señalado vender flores con la 

coacusada. Para el juzgado es una clara muestra de contracción por 

parte de la acusada C.K.A.F, que en un inicio afirma no dedicarse a la 

venta de flores, pero en su declaración a nivel judicial señala que ese día 

lo estaba haciendo porque requería dinero para la compra de los 

medicamentos de su esposo enfermo, esto sin lugar a duda no configura 

una situación que llevaría a la certeza de que la acusada estaría 

cometiendo el delito de trata de personas, y más aún que según lo 

señalado por la fiscalía, esto es a consecuencia de un seguimiento e 

inteligencia, que queda registrado en fotografía y videos donde se 

muestran supuestamente a los acusados con menores de edad 

dedicándose a la venta de flores, pero en dicha fotografía y videos no se 

logra distinguir a ciencia cierta la identidad de las personas involucradas 

en ese documento, esto sin lugar a dudas no debe ser tomado en cuenta 

como un medio de prueba, toda vez, repito que en estas tomas 

fotográficas la identidad de los personas, no es confirmada por la poca 

calidad y/o claridad de las tomas fotográficas, Y más aún que aquellos 

videos donde se muestra a personas mayores de edad con menores de 

edad, por las inmediaciones de los centros comerciales de lima norte, no 

se llegó a visualizarlos por el juzgador, a pesar de que en la etapa de 

instrucción se ordenó lo señalado.  

 

c) Asimismo, el juzgado toma en cuenta que el día de la intervención, 

a lo acusada C.K.A.F, se le encontró con monedas de diversas de 

nominaciones, esto sin lugar a duda no puede ser tomado en cuenta 

como un elemento que genera certeza, de que esta persona estaría 

cometiendo el delito de trata de personas; otro consideración por parte 

del juzgador, es el hecho de habérsele incautado al acusado M.E.E.V, 

10 rosas, esto sería indicio claro de la comisión del delito de trata de 

personas. Sumado a lo señalado líneas arriba, en el presente caso no 

se cumple con el principio de la imputación necesaria, al no establecer 

de manera precisa y detallada la relación de conducta de los 

sentenciados con el tipo penal del delito de trata de personas.  

 

Uno de los principios, plasmados en nuestra carta magna, y de 

indispensable  concurrencia, en un proceso penal, es la presunción de 

inocencia, referida al estado de toda persona de ser considerado y 

tratado como inocente, hasta que frente a una investigación, conforme a 

la ley, y derivado de esa investigación, cause la certeza suficiente en el 

juez,  de la comisión de un delito, solo así el juez debe condenar, caso 



 

contrario, ante la insuficiencia probatoria, que genera una duda frente a 

la comisión del hecho punible, debe aplicarse el principio de in dubio 

pro reo, que se fundamenta en la  duda razonable por parte del juez, 

frente a la comisión del delito, consecuencia de ello el juez debe 

absolver, en ese supuesto, para desvirtuar, o romper ese estado de 

inocente de toda persona, es necesario que el juez llegue a una certeza 

del hecho punible, ese estado de certeza, será alcanzado con una 

investigación responsable, obteniendo la prueba suficiente, que 

conllevara a ser valorada por el juez, para obtener ese grado de certeza. 

El principio de presunción de inocencia tiene exigencias probatorias 

importantes a lo largo del proceso penal, precisamente una de ellas se 

deja notar al momento de tomar una decisión con base en las pruebas 

actuadas, de modo tal que no es necesario que el juez llegue al 

convencimiento de que no hay base fáctica para imputarle 

responsabilidad penal al procesado, sino que, más bien, debe asumir su 

inocencia mientras no llegue a la convicción sobre la existencia de la 

base fáctica con la que sustentar su condena. (Villegas Paiva. Gaceta 

penal. Pág. 262) del mismo modo en palabras de Cesar San Martin. El 

in dubio pro reo se adopta como regla de clausura de la presunción de 

inocencia, su ámbito de aplicación está integrada a ella y está destinado 

a la absolución del imputado cuando las evidencias del cargo no 

permitan una única hipótesis fáctica, no es, propiamente, una regla para 

la apreciación de la prueba, sino que se aplica solo después de la 

finalización de la valoración de la prueba. (pág. 188) 

 

La corte suprema a través de la casación Nª 760-2016 la libertad de 20 

de marzo del 2017 señala algo muy interesante sobre la aplicación duda 

razonable, en el ámbito fiscal, lo que vendría ser una absolución en el 

ámbito judicial, el sobreseimiento serio en el ámbito fiscal y así lo señala.  

Los elementos de convicción son los fundamentos o razones suficientes 

que tiene el fiscal para tener la certeza o convencimiento que se puede 

imputar un hecho punible al imputado, como autor o participe y, por ende, 

formularle una acusación e ir a juicio. Para una mayor delimitación de 

sus alcances  pueden plantearse los siguientes criterios a) los elementos 

de convicción  son los que sirven de base  para la formalización de una 

acusación  fiscal; b) no pueden tener la misma intensidad incriminatoria 

que la aprueba, obtenible solo en juicio, pues solo genera certeza en el 

fiscal quién es el que sostiene su acusación; c) por juicio al contrario del 

articulo 344.2 d) los elementos de convicción deben ser suficientes, para 

acusar, pues en la situación inversa daría lugar  al  sobreseimiento; e) 

quienes determinan por regla general los elementos de convicción son 

los fiscales, pues ellos son los titulares de la acción penal; f) solo cuando 



 

la insuficiencia de los elementos de convicción sea evidente o cuando 

no exista la posibilidad razonable de incorporar juicio, elementos de 

prueba, que en realidad son de convicción, puede instar el 

sobreseimiento, la defensa, decretarlo de oficio. (Fundamento décimo 

quinto)  

NEYRA FLORES nos dice: El órgano jurisdiccional debe absolver en 

casos donde no haya alcanzado la certeza necesaria acerca de la 

culpabilidad del acusado sobre la base material probatorio disponible, 

como es sabido, la duda racional, la incertidumbre irresoluble, es la que 

determina la aplicación del expediente formal de la decisión. La regla del 

juicio, constituye una regla de clausura sobre la decisión fática. 

El contenido de esta regla de juicio, que varía dependiendo del tipo de 

proceso al que encontramos, está conformado en el proceso penal por 

la aplicación del principio in dubio pro reo. En tal sentido, cuando no 

resulten refutadas ni la hipótesis acusatoria, ni la hipótesis en 

competencia con ella, la duda se resuelve, conforme al principio de in 

dubio pro reo, contra la primera. Este principio equivale a una clausura 

sobre la decisión de la verdad procesal fática que no permite la condena 

mientras junto a la hipótesis acusatoria permanezcan otras hipótesis no 

refutadas en competencias con ellas. (pág. 176) 

En ese sentido queda claro, para que se llegue a una decisión 

condenatoria en un fallo, por parte del juzgador, esta debe estar 

debidamente motivada, con elementos probatorios obtenidos manera 

licita y respetando los derechos fundamentales de la persona, puesto 

que frente a falta de esta, y la existencia de duda sobre la 

responsabilidad penal sobre el hecho punible, debe absolverse y esta 

decisión de absolver  a los acusados sea el caso, no implica que se deba 

fundamentar con prueba la inocencia de los imputados, sino todo lo 

contrario, que la acusación no ha cumplido los estándares de 

responsabilidad penal, sobre los acusados, debiendo ser la función 

exclusiva del fiscal de probar los hechos materia de imputación. 

Los sentenciados C.K.A.F y M.E.E.V, interponen recurso de apelación 

en contra de la sentencia, en consecuencia, en el presente caso se forma 

el cuaderno respectivo de apelación, elevándose el mismo al superior 

jerárquico para el pronunciamiento sobre la sentencia referida de 

primera instancia. (esto debido a que, en el presente caso, existen 

pluralidad de acusados, tres los cuales están en condición de reo 

contumaz, y con reserva de fallo con respecto a los demás acusados). 

 



 

III. SENTENCIA DE LA SALA PENAL LIQUIDADORA (SEGUNDA 

INSTANCIA) 

 

En la sentencia de vista, la sala penal liquidadora, sostiene fundamentos 

con los cuales consideran, que la sentencia de primeria instancia debe 

ser revocada y en consecuencia se debe absolver a los sentenciados, 

C.K.A.F y M.E.E.V, y absolver de toda imputación penal a los demás 

coprocesados, por extensión,  sostiene la sala, que en el presente caso 

estamos frente a los mismos hechos, y las mismas razones 

argumentativas, y por duda o prueba insuficiente se dispone absolver, a 

los acusados con reserva de fallo. 

 

a) Un considerando, para la sala penal liquidadora, se basa en la 

declaración referencial de la menor de iniciales M.H.B.C, quien afirma el 

día de la intervención se jugaba con otras niñas y que solo acompaña a 

su padre y ella no se dedica a vender flores. Para la sala penal 

liquidadora, la declaración esta menor sería una declaración relevante, 

puesto toma como un hecho fatico, la concurrencia de la menor en el 

lugar de los hechos debido, que acompañaba a su padre y que no se 

dedica a la venta de rosas ni golosinas, hecho que no fue tomado en 

cuenta por la sentencia de primera instancia. 

b) Otro punto en consideración que toma la sala, es el hecho, de que los 

procesados a ser padres, y tener a su custodia a sus menores hijos 

(supuestos agraviados), no podían dejarlos solos en su hogar, debido al 

riesgo o peligro que corren en su domicilio, dejándolos solos sin el 

cuidado alguno de una persona, es más latente, y por eso las lleva a que 

los acompañen mientras estos vendían flores. Para la sala hecho es una 

situación no ajena a la realidad, por la cual se debe tener en 

consideración, a efectos de determinar la responsabilidad frente a la 

imputación por parte del ministerio público. Nuestra realidad, nos a 

enseñado que la pobreza en nuestra sociedad, es frecuente, es la 

pobreza que acoge a algunas familias, esto las hace más propensas a 

sufrir muchas necesidades, por ello debido a la falta de un trabajo estable 

o recursos económicos, estas familias se ven en la penosa necesidad de 

acudir a cualquier actividad, con el objeto de cubrir la necesidades 

fundamentales, es más sea el caso de la C.K.A.F, la misma que pesa 

sobre ella una situación muy penosa, toda vez que su esposo padre de 

su hijos, sufre de una grave enfermedad venérea incurable como el  VIH. 

Es esta misma enfermedad que comparte con su menor hijo, muy 

penosa realidad, a eso se le suma la pobreza en que viven ella y sus 

familiares. 



 

c) Otro hecho, además, un punto muy interesante, en este caso es la 

absolución de los demás procesados por parte de la sala, el ad quo 

sostiene su decisión de absolver a los demás procesados, porque frente 

a este caso nos encontramos, con la misma causa y habiéndose 

dispuesto la absolución de los apelantes, corresponde por extensión 

tratándose del mismo hecho y las mismas razones argumentativas. Y 

más aún en caso de la procesada M.I.CH.A, puesto que esta persona 

fue investigada por otro tipo penal (delito contra la vida el cuerpo y la 

salud- exposición al peligro de persona dependiente) tipificado en el 

artículo 128 primer y tercer párrafo. Siendo que el juzgado de primer 

instancia, quien en su auto de procesamiento abre instrucción a esta 

persona por la presunta comisión del delito de exposición de personas 

dependientes, el juzgado de primera instancia frente a la situación 

jurídica de esta persona, no ha pronunciado valoración alguna en una 

sentencia, sin embargo la sala penal liquidadora hace extensiva su 

resolución, absolviendo a la señora M.I.CH.A, quien fue investigada un 

tipo penal diferente a la tipo penal de trata de personas.  

 

3.- POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

En esta etapa del informe, abarcaremos un análisis, sobre las 

resoluciones actuadas en el presente caso, iniciando desde el atestado 

policial hasta el pronunciamiento decisivo, emitida por la sala penal 

liquidara, sostenemos una posición a mera crítica sobre cada acto 

procesal, centrándonos en la sentencia de primera instancia y la de 

segunda instancia. 

 

I. Con el atestado policial 51-2015, donde dan cuenta de la intervención de 

los acusados, por las inmediaciones de los centros comerciales de lima 

norte, si bien es cierto los acusados han sido objeto de seguimiento y 

vigilancia anteriormente, dando así a la toma fotográfica y filmados 

(tomas  fotográficas donde no se logra identificar a los acusados y videos 

que durante el proceso nunca se logró visualizar por el juzgador), de 

personas adultas que tendrían bajo su vigilancia y custodia a menores 

de edad vendiendo rosas y golosinas, no es menos cierto que dicha 

intervención, fue dado de manera tal, que al ser intervenida los 

acusados, no se les dijo el motivo por el cual están siendo intervenidos 

y detenidos, siendo una derecho reconocido por la norma penal de ser 

informado las razones por la cual motivan su detención. 



 

II. Con la formalización de la denuncia penal, como ya hemos señalado 

antes, la negligencia de la fiscalía especializada de trata de personas, es 

reflejada al consignar de manera errada. a) las iniciales de las menores 

agraviadas; b) consigna de manera errada el segundo nombre de uno 

de los procesados de ANTONY ENRIQUE.E.V, siendo lo correcto 

ANTONY JUNIOR E.V, y este error es sucesivo en los distintos 

dictámenes dadas por la fiscalía, del mismo modo el juzgado incurre en 

este mismo error en el auto de procesamiento, para luego hacerlo en las 

distintas resoluciones posteriores. sumándole a ello, la calificación 

jurídica de la conducta desplegada por MARÍA INES CHUQUIRRUNA 

ALAYA, inicialmente fue con en el Artículo 128 primer y segundo 

párrafo para luego solicitar que la conducta desplegada por esta 

acusada está dentro de los parámetros del Artículo 128 inciso primer y 

tercero párrafo. Estas actuaciones negligentes, fueron desplegadas 

tanto por ministerio público como por el propio juzgador, como 

consecuencia de ello este proceso penal, con errores negligente, 

investigaciones incompletas en la etapa de instrucción, y diligencias por 

actuar, fueron actuados por estas entidades, operadores de la 

administración de justicia; más aun tratándose de un delito de tal 

gravedad como lo es el delito de trata de personas, debiendo tomarse 

las debidas diligencias, para no incurrir en estos errores. La trata de 

personas atenta contra los principales derechos humanos: la vida y la 

libertad, despojándola de su integridad y su dignidad a las víctimas. La 

trata de mujeres, niñas, niños y adolescentes implica múltiples 

violaciones a los derechos humanos a través de la compra y venta, 

extorsión, explotación sometimiento a las condiciones de vida 

infrahumanas, malnutrición, nulos accesos a servicios de salud, violencia 

física y psíquica, abortos forzados y en muchos casos muertes impunes 

a manos de organizaciones y mafias que lucran con las personas. (La 

trata de personas en el Perú. Manuel para conocer el problema pág. 10) 

III. Otra actuación procesal en este proceso, a mi consideración personal 

discrepo, es el Requerimiento de Prisión Preventiva, solicitada por parte 

de la fiscalía especializada de trata de personas, puesto que como ya eh 

evidenciado, la fiscalía no toma en consideración la realidad de estas 

personas (los acusados) siendo así que los procesados por el delito de 

trata de personas, pertenecen al mismo grupo familiar, siendo padre, 

madre, tíos de los agraviados menores de edad, en el supuesto caso 

que el juzgado, hubiese decretado prisión preventiva para los referidos 

acusados, el daño a los menores sin duda alguna sería grave, puesto 

que sus padres estarían privados de su libertad, quedando así sin la 

protección ni el cuidado de los progenitores, es una situación que a mi 

consideración repito debe valorarse no por el juzgado sino por la fiscalía, 

quien activa esta iniciativa, de privar de la libertad a los acusados de 

manera provisional, a efectos de que se lleve el proceso con los 



 

acusados en un establecimiento penitenciario, en caso fuese  la 

absolución de los acusados la  culminación del proceso penal, siendo 

ello así, quien repara el daño causado a los menores hijos, al estar sin 

el afecto, cariño y cuidado de sus padres, es una tema que sin duda es 

debatible, pero mi posición es que el fiscal debe centrarse en valorar este 

tipo de situaciones para cada caso en concreto a efectos de impulsar el 

requerimiento de prisión preventiva. 

IV. En la sentencia de primera instancia, se ha evidenciado fundamentos 

por parte del juzgado de primera instancia, carentes de base probatoria, 

el juzgador de primera instancia, se basa en una instrucción incompleta, 

vaga, y con muchas deficiencias, y más aun teniendo en cuenta que el 

presente caso es de suma complejidad y gravedad que como 

consecuencia, tiene una sanción gravísima (no menor de 25 años), pero 

el juzgador de primera instancia, a pesar de ello decide condenar a dos 

de los procesados con una pena de 25 años de pena privativa de libertad 

efectiva, considero que la sentencia de esta instancia, no valoró el 

principio fundamental de toda persona, el estado de inocencia  de la 

persona humana, plasmada en nuestra constitución en el artículo 2 

inciso 24, párrafo E “toda persona es considerado inocente mientras 

no se haya declarado judicialmente su responsabilidad” y en el 

artículo II del título preliminar de NCPP, “toda persona imputada de la 

comisión de un hecho punible es considerada inocente y debe ser 

tratada con tal, mientras no se demuestre lo contrario y se no se 

haya demostrado su responsabilidad mediante sentencia firme 

debidamente motivada”; debiendo así,  absolver a los acusados de 

toda imputación penal, por duda razonable (in dubio pro reo), por que 

las pruebas actuadas en la etapa de instrucción,  son insuficientes, y no 

son sólidas para plasmar certeza en el juez, sino todo lo contrario. En 

esta sentencia se refleja lo que muchos jueces sostienen frente a los 

casos de tal complejidad y gravedad, como en el presente caso “trata de 

personas”, aplicando una frase muy común en los barreras de los 

juzgados, “yo lo condeno que la sala los absuelva”, evidenciando una 

falta de compromiso en la administración de justicia, frente a los que 

esperan justicia aplicando el  derecho y respetando los parámetros de la 

ley, no obstante existen jueces que si desempeñan el cargo de juez con 

vocación de servicio, y aplicando la ley conforme a los principios rectores 

del derecho penal, pero considero que en este caso no se llevó con esas 

bases. Otro punto que me llama mucho la atención, es el tema de la 

reparación civil, debo decir como ya se sabe una sanción paralelo a la 

pena privativa de libertad, es el pago de la reparación civil, impuesta a 

los sentenciados, que serían padres de menores agraviados, siendo no 

razonable esta medida, yo me pregunto si soy el padre del menor 

agraviado a quién le pagaría la reparación civil, es a mí mismo ¿ o acaso 

le aria deposito a cuenta de mi menor hijo , cuando este cumpla la 



 

mayoría de edad lo cobraría? Sin dada este es un punto debatible, 

porque frente a este caso, no se tomó en cuenta la situación o el 

parentesco consanguíneo de las partes, para determinar una sanción de 

naturaleza civil.  

V. En la sentencia de segunda instancia, Sala Penal Liquidadora varia  la 

decisión del juzgado de primera instancia, con un criterio distinto; cambia 

de manera que contradicen totalmente a la de primera instancia, 

valorando así algunos principios, y principalmente el principio de IN 

DUBIO PRO REO, la sala advierte que frente a este caso no existe los 

elementos probatorios suficientes, que incrimine a los acusados con los 

hechos que la fiscalía sostiene, generando así una duda sobre la 

responsabilidad penal de los acusados, sea por una etapa de instrucción 

incompleta, o porque las pruebas ofrecidas por la fiscalía especializada 

de trata de personas, fueron insuficientes para dar certeza a la sala, 

frente a ello la decisión es absolver a los acusados, y la sala va más allá, 

haciendo extensiva su decisión, absolviendo de la misma forma a los 

demás acusados, ello debido a que frente a este caso estamos con los 

mismo hechos y los mismos argumentos, es razonable hasta cierto punto 

la decisión de la sala en este extremo; no obstante la absolución de la 

procesada M.I.CH.A, considero que no es ajustable a  la decisión de la 

sala, debido a que la acusada en mención, fue investigada y acusada 

por un delito distinto al de trata de personas, delito contra la vida el 

cuerpo y la salud – exposición al peligro de persona dependiente, siendo 

ello que la acusada, se encontraba con reserva de fallo por su condición 

de contumacia, más aún luego de ser capturada, se le toma la 

declaración instructiva y en esta misma afirma dedicarse a la venta 

ambulatoria con sus hijos por carecer de recursos que puedan solventar 

su hogar. Es así que la decisión pudo a ver sido distinto el resultado de 

la sentencia frente a la acusada M.I.CH.A. Considero que con respecto 

a este extremo la sala aplica la absolución de manera errada, a pesar de 

estar frente a los hechos similares, la procesada fue imputada e 

investigada por otro delito, y la sala solo se limitó a realizar una 

valoración y revisión del caso con referencia a los sentenciados por el 

delito de trata de persona. Sea o no la acusada en mención culpable o 

inocente, esto debe determinarse conforme a las normas y principios 

procesales, para determinar el grado de responsabilidad penal frente a 

las imputaciones de ministerio público. 

Los problemas antes señalados, son producto de las equivocadas 

actuaciones por parte de los operadores de justicia, mas aun repito 

tratándose de un delito se suma gravedad como lo es el delito de trata 

de personas. 

En palabras de Julio Rodríguez Vásquez e Yvan Montoya Vivanco. La 

trata y explotación de personas constituyen graves crímenes contra la 

dignidad humana que afectan a niñas, niños, adolescentes, mujeres y 



 

hombres. Muy especialmente a aquellos que se encuentran en diversas 

situaciones de vulnerabilidad. Y es que estas formas de esclavitud 

contemporánea no se constituyen a partir de dispositivos legales 

expresamente racistas y discriminatorios como sucedía con la esclavitud 

clásica. La esclavitud contemporánea se encuentra enraizada en un 

contexto de desigualdad estructural y de normas culturales que permiten 

y normalizan la mercantilización y cosificación de quienes pertenecen a 

los sectores más débiles y vulnerables de nuestra sociedad. La 

respuesta estatal frente a este grave problema social requiere de 

distintos ejes de intervención, tal como lo estableció el Protocolo para 

prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente 

mujeres y niños conocido como «Protocolo de Palermo». El presente 

libro busca contribuir al eje de la intervención penal a través del análisis 

y resolución de diversos problemas jurídicos que constantemente 

ocasionan graves lagunas de impunidad y, por lo tanto, niveles de 

revictimización y desprotección inaceptables en un Estado 

Constitucional de Derecho. En esta medida, Lecciones sobre trata de 

personas y otras formas de explotación es una publicación académica 

de carácter eminentemente práctico, ya que su objetivo principal es 

contribuir a la impartición de justicia en casos de trata de personas. (pág. 

13) 

 

4. CONCLUSIONES. 
 

 

➢ En el transcurso del desarrollo del presente caso, se ha evidenciado que 

los procesos, llevados conforme a las reglas establecidas por el código 

de procedimientos penales de 1940, ha reflejado las consecuencias 

perjudiciales a las partes intervinientes en el caso, siendo los acusados 

quienes sufren más las deficiencias un sistema penal, regido bajo esta 

norma, un sistema con base inquisitiva, donde los acusados están 

limitados a presentar escritos de descargo, no teniendo la oportunidad 

de contradecir lo sostenido por la fiscalía, donde el juez instructor es el 

mismo juez que sentencia, vulnerándose principios como el principio 

contradictorio, de inmediación, de imparcialidad, esto es propio del este 

ordenamiento procesal de 1940. 

➢ En una etapa de instrucción que queda limitado, a solo recabar las 

declaraciones de los acusados y agraviados, es evidente que frente a 

este caso de tal complejidad es necesario actuar diligencias necesarias 

que certifiquen la responsabilidad penal de los imputados, si bien es 

cierto que el programa YACHAY mediante un programa de inteligencia 

y seguimiento en el caso, se tomó fotografías y grabaciones a los 



 

presuntos responsables del delito de trata de personas, pero no es 

menos cierto que estas evidencias quedaron desvirtuadas; el primero 

referida a las tomas fotográficas, si bien es cierto se visualiza a personas 

adultas acompañadas de menores de edad, vendiendo rosas y 

golosinas, por la zonas cercanas a centros comerciales, de alta concurre 

de público adulto, sin embargo en estas tomas fotográficas no se logra 

distinguir a ciencia cierta, si las personas tienen semejanzas con los 

acusados, y con referencia a las filmaciones, en estas grabaciones 

nunca se lograron visualizar más aún si esto fue ordenado en el auto de 

procesamiento.  

 

➢ El delito de trata de personas, regulado en los artículos 153, 153-A, 153-

B, 153-C respectivamente, un delito de la complejidad y de tal gravedad, 

por su naturaleza, al tratarse de un bien jurídico de suma importancia 

como es la libertad y la dignidad de la persona, debería de tratarse con 

la debida diligencia, y más aun no estar dentro de los delitos tratados 

como un proceso sumario, como lo establece el decreto legislativo 124. 

 

 

➢ Frente a este caso, debemos tener en cuenta que, estamos en 

situaciones que día a día percibimos en las calles de la ciudad, siendo el 

gran problema las necesidades que aquejan a muchas familias en 

nuestra sociedad, situación a la cual no debemos ser ajenos, y más aún 

cuando se trate de someterlos a un proceso penal a estas personas, se 

tiene que analizar cada caso en concreto para no incurrir en 

disposiciones innecesarias, irracionales. Se debe tener en cuenta cada 

caso en concreto, para de esta manera llegar a una resolución conforme 

a derecho. 

 

➢ la sentencia de segunda instancia, difiere completamente de la sentencia 

de primera instancia, mientras para sala, la actuación probatoria frente a 

este caso es insuficiente, causando así aun duda razonable de la 

responsabilidad penal de los acusados, aplicando el principio de in dubio 

pro reo, absolviendo a los sentenciados, y extendiendo la sentencia 

absuelve a los demás coimputados. A diferencia del jugador de primera 

instancia, que sostiene existe responsabilidad penal, por parte de los 

acusados. 

 

➢ Según la organización mundial de trabajo, OIT sostiene que el 80% de 

las victimas identificadas en el delito de trata de personas son mujeres y 

niña, especifica que el 56% de las víctimas son sometidas a explotación 

laboral y en trata con fines sexuales es de 98 %. 
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